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Resumen: Esta ponencia se desarrolló en el marco del Proyecto de Investigación “Innovaciones conceptuales y aplicadas de la Cooperación Sur-Sur latinoamericana: en búsqueda de la sustentabilidad y del cambio estructural”, del Departamento de Economía y Administración (DEyA) de la Universidad Nacional de Quilmes (UNQ). Y posee como objetivo general contribuir a un debate crítico acerca del rol del Estado en la Cooperación Internacional, y especialmente en relación a la Cooperación Sur-Sur (CSS) en educación y los procesos de integración latinoamericanos. En el primer apartado se abordaran autores que teorizan sobre el Estado y las políticas públicas a los fines de comprender las complejidades que circunden a los estudios de esta temática. En el segundo apartado, se reflexionará sobre la CSS Regional en el sector educativo como parte de la agenda de gobierno nacional y regional; ello nos invita a pensar sobre los procesos de institucionalización en América Latina y la integración regional direccionada a propulsar el desarrollo socio-económico a partir de la especificidad de la cooperación transfronteriza. Luego, se presentarán las reflexiones finales, que apuntan a destacar el abanico de posibilidades que brinda la CSSR descentralizada (CSSRd) en educación para potenciar el rol del Estado en los procesos de integración desde el territorio.


INTRODUCCIÓN
La presente ponencia se ha generado en el marco del Proyecto de Investigación “Innovaciones conceptuales y aplicadas de la Cooperación Sur-Sur latinoamericana: en búsqueda de la sustentabilidad y del cambio estructural”, a cargo de la Dra. Mónica Hirst, con pertenencia institucional al Departamento de Economía y Administración (DEyA) de la Universidad Nacional de Quilmes (UNQ).
Su objetivo general es contribuir a una reflexión política y técnica acerca de la evolución reciente y de los desafíos actuales de la Cooperación Sur-Sur en la región de América Latina con vistas a realizar aportes e innovaciones conceptuales y aplicadas para el perfeccionamiento de sus estándares de coherencia, coordinación, sustentabilidad e impacto en el cambio estructural. Cabe señalar que, el mencionado Proyecto forma parte del Programa de Investigación “Estudios sobre el desarrollo económico argentino y latinoamericano: procesos, instituciones, actores y políticas”, dirigido por el Dr. Fernando Porta, de la misma casa de estudios.
Asimismo, la ponencia es resultado de una investigación en curso, vinculada al estudiar los desafíos de la Cooperación Sur-Sur Regional (CSSR) en el campo de la educación y su vínculo a los procesos de integración regional latinoamericana, tomando como estudio de caso al Mercado Común del Sur (Mercosur).
Diversos autores demuestran las alternativas teóricas y la complejidad de reflexionar acerca del Estado y las políticas públicas (Mann, 1991; Oszlak, 1978; Bonetto, 2012; Aguilar Villanueva, 1993; Mendíaz, 2004; Bernazza & Longo, 2014;  entre otros). La intención del primer apartado es repasar algunas ideas principales. El institucionalismo neoliberal o neoliberalismo explica desde las relaciones internacionales que es el Estado el principal actor de la política mundial, actor egoísta y racional cuyo comportamiento es influenciado por la existencia de instituciones supranacionales que garantizan el cumplimiento de los acuerdos celebrados en el marco de un sistema anárquico (Fagaburu, 2017).
Para Rhi-Sausi & Oddone (2013), la cooperación en zonas de frontera posee motivaciones ligadas al desarrollo territorial, la seguridad, el comercio internacional y la infraestructura de conectividad física. Particularmente en el caso de las acciones en el sector educativo, la Cooperación Transfronteriza (Ct) se suele vincular a las políticas nacionales sobre desarrollo social, estrechamente relacionadas a las problemáticas del territorio. Los mismos autores afirman que la integración regional y el desarrollo de una gobernanza transfronteriza estimulan un papel creciente de la paradiplomacia: la importancia de las unidades subnacionales en el caso de la Ct en educación radica en la idea de anclar la construcción de institucionalidad regional a través del aumento de las transacciones, la confianza y la lealtad a la región.
En el segundo apartado, se reflexionará sobre la CSS Regional en el sector educativo como parte de la agenda de gobierno nacional y regional; ello nos invita a pensar sobre los procesos de institucionalización en América Latina y la integración regional direccionada a propulsar el desarrollo socio-económico a partir de la especificidad de la cooperación transfronteriza.
Luego, se presentarán las reflexiones finales, que apuntan a destacar el abanico de posibilidades que brinda la CSSR descentralizada (CSSRd) en educación para potenciar el rol del Estado en los procesos de integración desde el territorio.

EL ESTADO Y LAS POLÍTICAS PÚBLICAS
Partiendo del institucionalismo neoliberal, se reconocen las limitaciones sistémicas de la anarquía y la superioridad de la política por encima de otras agendas, sin embargo, al incorporar la noción de “institucionalización”, los autores de esta vertiente explican que las instituciones internacionales[footnoteRef:1] y el régimen de cooperación internacional (Fagaburu, 2017) afectan el comportamiento de los Estados –actores racionales y egoístas- y limitan las consecuencias de un sistema anárquico dando certezas acerca del cumplimiento de lo pactado (Keohane, 1993). Según Merke (2007: 7), los Estados: [1:  Las instituciones son entendidas como: “conjunto de reglas (formales e informales) persistentes y conectadas, que prescriben papeles de conducta, restringen la actividad y configuran las expectativas” (Keohane, 1993: 16).
] 


 “(…) firman acuerdos, cooperan, se integran, intercambian información, negocian, se congregan en foros internacionales, todo esto en el contexto de un sistema internacional cada vez más regulado. Esta densidad en la relación afecta la forma en que se comportan: los estados que cooperan no se preocupan por las ganancias o pérdidas relativas en tanto el mismo proceso cooperativo produzca ganancias absolutas. (…) el institucionalismo llama la atención sobre el rol de las instituciones, las posibilidades de cooperación y la importancia de la economía política”.

El Estado puede abordarse como “un fenómeno histórico, dinámico y multidimensional que reclama un tratamiento específico, desarrollado a partir de dichas características” (Abal Medina & Cao, 2012: 29; en Bernazza & Longo, 2014: 110) y que posee capacidades estatales, es decir, “la aptitud de las instancias de gobierno para plasmar, a través de políticas públicas, los máximos niveles de valor social, dadas ciertas restricciones contextuales y según ciertas definiciones colectivas acerca de cuáles son los problemas públicos fundamentales y cuál es el valor social especifico que en cada caso debiese proveer la respuesta estatal a dichos problemas” (Repetto, 2003: 6).
Con respecto a los poderes del Estado, Mann (1991) plantea que existen dos tipos. El primer significado es el de poder despótico de la elite estatal, concebido como el abanico de acciones que la elite tiene facultad de emprender sin negociación rutinaria, institucional, con grupos de la sociedad civil. El segundo significado es el de poder infraestructural, que es la capacidad del Estado de penetrar la sociedad civil y poner en ejecución logísticamente las decisiones políticas por todo el territorio nacional. 
Para hacer uso del poder infraestructural, el mismo autor afirma que las tecnologías logísticas con las que cuenta el Estado son: a) la división del trabajo entre las principales actividades coordinadas de forma central; b) la alfabetización, la capacidad de estabilización de transmisión de mensajes a través de los territorios estatales por sus agentes; c) el establecimiento de pesas, medidas y moneda; y d)	la velocidad de comunicación de mensajes y de transporte de personas y recursos.
Es decir, que el sistema educativo nacional es fundamental para afianzar y sostener al Estado-Nación. Para Oszlak (1978), la “Nación” implica existencia de un “mercado”; éste, de “relaciones de producción”, que remiten a la constitución de “clases sociales” generadoras a su vez de un “sistema de dominación”; este último evoca la noción de “Estado”, vinculada tanto al ámbito territorial como al referente ideológico, a la idea de “Nación”. De esta manera, la educación esta estrechamente vinculada a las formas de producción al mercado y a la economía. La educación es un área trasversal a múltiples esferas.
Oszlak (1978) sostiene que el Estado es una instancia de articulación de relaciones sociales cuya existencia presupone la presencia de condiciones materiales que posibiliten la expansión e integración del espacio económico (mercado) y la movilización de agentes sociales, en el sentido de instituir relaciones de producción e intercambio crecientemente complejas, mediante el control y empleo de recursos de dominación. Así, el Estado cuenta con mecanismos capaces de articular y reproducir el conjunto de relaciones sociales establecidas dentro del ámbito material y simbólicamente delimitado por la nación.
En este sentido, para Oszlak y O`Donell (1984), la política pública es un conjunto de acciones y omisiones que manifiestan una determinada modalidad de intervención del Estado en relación con una cuestión que concita la atención, interés o movilización de otros actores en la sociedad civil.
Por su lado Michel (2002),  diferencia las politics de la policy. La primer idea se puede traducir como “política”, la lucha por el poder. Cuando se decide estudiar la política en el sentido de politics nuestros objetos de estudio serían las fuerzas políticas, las elecciones, las instituciones gubernamentales y parlamentarias. La policy se puede deducir como “políticas públicas”, y hace referencia a la acción pública, al aspecto programático de la acción gubernamental. Para este autor, las políticas públicas son un conjunto de decisiones cuyo objeto es la distribución de determinados bienes o recursos. En este proceso se encuentran en juego bienes o recursos que pueden afectar o privilegiar a determinados individuos o grupos. La decisión de “no actuar” ante un determinado problema conforma en sí una política pública.
Las relaciones cotidianas entre sociedad y Estado toman la forma de problemas y soluciones, demandas y ofertas, conflictos y arbitrajes, necesidades y satisfactores. Sin embargo, no todos los problemas llaman la atención del gobierno ni despiertan su iniciativa. No todos logran con la misma facilidad y certeza formar parte del temario de los asuntos públicos y colocarse entre los asuntos prioritarios del gobierno. Es decir, no todas las cuestiones se vuelven públicas, ni todas las cuestiones se vuelven cuestiones que deben ser objeto de la acción gubernamental, agenda de gobierno (Aguilar Villanueva, 1993).
La formación de la agenda de gobierno evidencia la salud o enfermedad de la vida pública, ya que deja ver quiénes son los que efectivamente definen y justifican los problemas públicos, cuáles grupos y organizaciones poseen la fuerza de transubstanciar cuestiones sociales en públicas y en prioridades de gobierno. Para Aguilar Villanueva (1993), la agenda de gobierno es el conjunto de problemas, demandas, cuestiones, que los gobernantes han seleccionado y ordenado como objetos de su acción, y como objetos sobre los que han decidido que deben actuar o han considerado que tienen que actuar.
Según Evans (1996), las fuerzas sociales que actúan en el espacio del Estado pueden elaborar “autonomías insuladas” o “autonomías enraizadas o imbricadas”. En el primer caso, si bien se reconoce un rol sustantivo al Estado en términos de políticas públicas, estas son fruto de los expertos que conforman el aparato estatal, que portan un saber técnico desvinculado de las presiones o demandas societales: las agendas de gobierno se escinden de las agendas públicas.
En el segundo caso, se define como coherencia interna y conectividad externa: las burocracias deben ser eficaces, capaces de operar en redes dinámicas con el sector privado, es decir, con los grupos empresarios capaces de inversión, a los fines de obtener información que les permita tomar decisiones en una mejor posición (Mendíaz, 2004).
El vínculo del Estado con el sector privado se encontraría estrechamente relacionado a los problemas del crecimiento y desarrollo económico. Aunque no es intención de esta ponencia profundizar en este tema, cabe mencionar que, Evans (1996) plantea que es improbable que el capital privado organizado oligopólicamente actúe en favor de los mercados competitivos ante la ausencia del Estado en los mercados, por lo que la participación del Estado en planes de largo plazo es imperiosa para lograr el desarrollo económico. Por ejemplo, según Hikino y Amdsen (1995), las posibilidades del Estado para ejercer autonomía dependen del nivel de desarrollo del sector industrial y de la distribución del ingreso. Los autores consideran fundamental el apoyo a los sectores industriales para crear sinergias positivas hacía toda la matriz productiva; por su lado, una distribución del ingreso más equitativa favorece un contexto social amigable para implementar políticas públicas sectoriales –es decir, direccionar el ahorro- a los fines de incentivar el desarrollo sostenible, a largo plazo.
La autonomía del Estado entendida según Skocpol (1989: 174) revaloriza las capacidades internas del Estado y plantea como característica principal de las acciones autónomas, el fortalecimiento de los privilegios de los colectivos de funcionarios: “pueden formular y perseguir objetivos que no sean un simple reflejo de las demandas o los intereses de grupos o clases sociales de la sociedad”. Desde esta visión, es inapropiado considerar dicha autonomía como un rasgo estructural del sistema de gobierno: “las mismas posibilidades estructurales de acciones estatales autónomas cambian con el tiempo, a medida que las organizaciones de coerción y administración experimentan transformaciones, tanto internamente como en sus relaciones con los grupos sociales y con sectores representativos del gobierno” (ibíd.: 180).
Paralelamente, esta idea de autonomía también puede considerarse como un símbolo legitimador del propio discurso de los burócratas para “enmascarar” acciones que plasman ciertos intereses, por lo que benefician a unos y perjudican a otros (Mendíaz, 2004).

LA COORDINACIÓN REGIONAL DE POLÍTICAS Y ROL DEL ESTADO EN LA COOPERACIÓN SUR-SUR EN EDUCACIÓN
A partir de los postulados neoliberales, el Estado es visto como un actor racional y unitario, con motivaciones egoístas, cuyas decisiones centrales son el producto de la institucionalización del sistema internacional (Merke, 2007). La relación entre los Estados-Nación ha sido una variable fundamental para los estudiosos de las Relaciones Internacionales, a los fines de debatir acerca de la Cooperación Internacional (CI). En tanto política pública, esta se puede abordar como un instrumento fundamental para fortalecer y complementar las capacidades nacionales en múltiples sectores, con vistas a lograr mejoras en la calidad de vida de la sociedad (Fagaburu, 2014), e incentivando al mismo tiempo, la construcción de lazos de confianza y lealtad hacía la región; dado el aumento de transacciones se agiliza la construcción de supranacionalidad dando lugar a un proceso de integración regional. Para el neoliberalismo, la cooperación internacional: 

“(...) occurs when actors adjust their behaviour to the actual or anticipated preferences of others, through a process of policy coordination. To summarize more formally, intergovernmental cooperation takes place when the policies actually followed by one government are regarded by its partners as faciliting realization of their own objectives, as a result of a process of policy coordination” (Keohane, 1984:51; citado en Fagaburu, 2017:13).

En el marco de la Cooperación Internacional para el Desarrollo (CID), la política pública, particularmente en el sector educativo puede incidir directamente en el bienestar y la inclusión social, dada su tendencia a democratizar y dimensionar desde el territorio los desafíos que presentan problemas sociales como la inclusión educativa (Arias, 2011). En América Latina pueden identificarse una serie de demandas sobre cooperación e integración fronteriza que encuentran su origen en problemáticas especifícas que atañen a las poblaciones locales (Rhi-Sausi & Odonne, 2013). 
¿Por qué es importante tener en cuenta a las unidades subnacionales para reflexionar acerca del rol del Estado en la CSS en educación? La Cooperación Transfronteriza (Ct) redimenciona las zonas de frontera a través de la integración regional apoyando los procesos de convergencia socio-económica en la región, fundamentales para un desarrollo balanceado a largo plazo. Se podría decir que esta modalidad de cooperación enaltece el poder infraestructural de los Estados: su capacidad de penetrar la sociedad civil y poner en ejecución logísticamente las decisiones políticas por todo el territorio nacional.
De forma simultanea, el accionar de la cooperación transfronteriza desdibuja los límites del territorio nacional incentivando la coordinación de políticas regionales a nivel local. Particularmente para el caso de la Ct en educación, los sistemas nacionales de educación comienzan a compartir características comunes de forma intencionada; así, la coordinación de políticas educativas entre los socios contribuye a un posible proceso de integración que brindaría las bases para conformar, en el mejor de los escenarios, un sistema regional de educación.
A través de la Cooperación Sur-Sur Regional Descentralizada (CSSRd), se internaliza la dimensión territorial en el diseño de las políticas públicas en educación, a partir de la inclusión como variable estratégica para una interacción intersocietal sustentable en los estudios vinculados a esta temática. La cooperación descentralizada debería orientarse estratégicamente:

 “(…) hacia el apoyo a la gobernabilidad local, hacia el fortalecimiento de la sociedad civil y las instituciones locales, o hacia el apoyo al diseño y la gestión de políticas públicas en el ámbito local. Debería hacerlo no solo desde la perspectiva de la planificación, sino también a través de una clara y decidida focalización sobre estos ámbitos de trabajo en la gestión de las políticas de cooperación” (Martínez y Santander, 2009:55-56; Illán, 2006; citados en Martínez y Sanahuja, 2012:18-19). 

Desde la reflexión teórica, se analiza la integración y la cooperación transfronteriza concibiendo las fronteras como áreas estratégicas para la integración regional, donde los gobiernos subnacionales tienen un papel principal. En la frontera, como espacio interestatal, se condensan las relaciones entre la población local y los gobiernos nacionales y subnacionales (regionales y/o locales). Siguiendo los postulados neofuncionalistas[footnoteRef:2], se puede abordar la integración como “(...) el proceso por el que los actores políticos en varios marcos nacionales distintos se persuaden a cambiar sus lealtades, expectativas y actividades políticas hacia un nuevo centro, cuyas instituciones poseen o piden jurisdicción sobre los Estados nacionales preexistentes” (Haas, 1958:16; citado en Posada, 2005:251-252). [2:  Para profundizar sobre la teoría neofuncionalista se puede leer a Haas (1958; 1970), Posada (2005), y Serrano (2008).] 

La cooperación transfronteriza “es «una colaboración entre autoridades subnacionales más allá de los límites fronterizos nacionales» que permite la participación y actuación conjunta y en forma de red de los actores públicos y privados del territorio a ambos lados de la frontera (…) Su objetivo global es que las relaciones entre poderes territoriales vecinos se desarrollen con la misma naturalidad que si la frontera no existiese” (Rhi-Sausi & Oddone, 2010:37). Este tipo de cooperación se basa en principios tales como: subsidiariedad,  flexibilidad, proporcionalidad, participación ciudadana[footnoteRef:3] y transparencia administrativa y publicidad de los actos de gobierno (Rhi-Sausi & Oddone, 2013). [3:  Escobar (2004: 103) entiende que dicha participación implica “el involucramiento e incidencia de la ciudadanía (y población en general) en los procesos de toma de decisiones, en temas y actividades que se relacionan al desarrollo económico, social y político, así como el involucramiento en la ejecución de dichas decisiones, para promover, en conjunto con actores sociales e institucionales, acciones, planificaciones y decisiones hacia el Estado”.] 

Por su lado, la CID puede abordarse como un “conjunto de actuaciones, realizadas por actores públicos y privados, entre países de diferente nivel de renta con el propósito de promover el progreso económico y social de los países del sur de modo que sea más equilibrado en relación con el Norte y resulte sostenible” (Gómez & Sanahuja, 1999:17). En el caso particular de la CSS puede ser abordada como una relación directa, horizontal y solidaria entre países que tienen como propósito superar, a partir de esfuerzos conjuntos -basados en la igualdad, complementariedad, no condicionalidad y respeto de la soberanía-, los desafíos del desarrollo nacional y regional (Sanahuja, 2009). La CSSRd, en tanto transfronteriza, se caracteriza también por ser selectiva e indirecta, orientadas a crear oportunidades para los diferentes agentes locales y un entorno territorial favorable al desarrollo inclusivo buscando conectarse con las políticas nacionales, regionales e internacionales (Alburquerque, 2001; Rhi-Sausi, 2008). 
La relación existente entre las políticas nacionales de educación y la coordinación regional de las políticas educativas puede concebirse como una articulación que se refuerza y legitima de forma bidireccional, es decir, la política regional se “(…) construye y se afirma a partir de las políticas nacionales (en especial a partir de la cooperación y coordinación entre los Estados Parte) y, al mismo tiempo, el nivel regional refuerza y legitima el nivel nacional” (Perrota, 2012:16).
Se considera que el universo de la CSS y de la CSSRd en sectores sociales engloba más que un amplio abanico temático que requiere expertises particulares: en relación a la construcción y consolidación del Estado-Nación y, concibiendo la educación como un proceso de adquisición de conocimiento, la CSS latinoamericana en educación se posiciona como una coordinación regional de políticas públicas a los fines de sortear los retos del desarrollo social que enfrentan los países con un bajo nivel de renta (Milani, 2015; Steiner-Khamsi, 2009).
Según Pinheiro & Beshara (2011), al pensar la educación como un proceso de adquisición de conocimiento, el sistema educativo se transforma en un espacio de incidencia política que puede reforzar la consolidación de la democracia. Por ello es importante reflexionar acerca de la inclusión educativa, como una variable fundamental para un desarrollo balanceado a largo plazo, tanto a nivel nacional como regional. El apoyo a las denominadas escuelas inclusivas esta plagado de contradicciones y dudas, vale aclarar que el concepto de inclusión educativa es relativamente nuevo en el ámbito internacional[footnoteRef:4]. [4:  El concepto toma relevancia en el escenario de la Educación para Todos de la Conferencia Mundial de Jomtien (1990), Tailandia. Documento disponible en: http://www.unesco.org/education/pdf/JOMTIE_S.PDF [31 de agosto de 2017, 11:34 hs]] 

Para ser breves, la inclusión educativa puede encuadrase en diferentes perspectivas (Ainscow & Miles, 2009) pero la postura más utilizada por los estudiosos de la temática se refiere a la atención a la diversidad, es decir, asegurar la igualdad de oportunidades y combatir la discriminación en la promoción de la equidad; además es pensada como un proceso de interminable búsqueda de formas adecuadas de responder a las problemáticas vinculadas a la interculturalidad (Rico, 2017). Para Escribano y Martínez (2013:24) el derecho a la educación es un derecho humano fundamental, por tanto, de todas las personas: “[...] la educación inclusiva tiene que ver con cómo, dónde, por qué y con qué consecuencias educamos a todos los alumnos”.
Las políticas públicas de inclusión educativa podrían ser trasversales y estar armonizadas con las políticas de los otros sectores sociales, compartiendo una misma visión de desarrollo social, en la que la participación de la ciudadanía es de vital importancia para alcanzar los objetivos planteados. Aquí es donde resaltan las unidades subnacionales, ya que la cooperación transfronteriza en educación colaboraría a priori a fortalecer la participación de la sociedad civil local en el proceso de las políticas públicas vinculadas al sistema educativo, el cual, en zonas de frontera y rurales debe responder a necesidades sociales específicas, por ejemplo, a las incurridas por los y las niños/as indígenas en edad escolar. 
Según Martínez y Sanahuja (2012:17), los actores descentralizados poseen un valor insustituible ya que: “(…) aportan —o deben aportar— al menos en dos dimensiones: la contribución a la articulación multinivel como elemento para la gobernanza global y la aportación de valor específico a los procesos de desarrollo”. La participación de la ciudadanía local en el proceso de cooperación transfronteriza en educación podría facilitar la inclusión educativa, contribuyendo así al desarrollo social en el territorio.
El rol del Estado a través de sus unidades subnacionales se vuelve elemental en este sentido, ya que las mismas pueden contribuir con una mirada estratégica a la formulación, planificación, implementación, supervisión y evaluación de las políticas y estrategias nacionales de desarrollo social. Y en paralelo, colaborar a que las acciones implementadas a partir de la cooperación se coordinen y desarrollen respondiendo a las prioridades de la población fronteriza. Para lograrlo, la construcción de una institucionalidad específica y eficaz para las áreas fronterizas es trascedental (Rhi-Sausi & Oddone, 2013).
La cooperación e integración transfronteriza implica una gobernanza multinivel (horizontal y vertical) acompañada por la participación de la población local. Rhi-Sausi & Oddone (2013:275) afirman que “es muy común que dentro de los procesos de integración regional “se bilateralicen” los acuerdos en materia de cooperación transfronteriza”. Esta “bilateralización” de la CSSRd a partir de un bloque regional con características intergubernamentales -es decir, donde cada Ejecutivo es quien decide- podría conducir a cubrir los nichos de confianza mutua aun inexplorados. 
Los acuerdos bilaterales en el marco de una plataforma regional pueden fortalecer los lazos de confianza y lealtad hacia la región de esos dos participantes, invitando a los demás socios a desarrollar otros acuerdos similares en base a la expertise generada. En este sentido, un acuerdo bilateral de cooperación transfronteriza, particularmente de CSSRd para el caso del América Latina, no solo podría generar sinergias positivas para la planificación futura de este tipo de cooperación sino que también existe la posibilidad de que incentive a los socios a tonificar la institucionalización del bloque.
En definitiva, la cooperación sur-sur regional descentralizada, en tanto transfronteriza brindaría a los bloques regionales de América Latina una oportunidad única para conformar y/o vigorizar instituciones supranacionales que garanticen el proceso de integración regional, a los fines de lograr la convergencia de las estrategias de desarrollo: “(…) la CSS y la CSSR como herramientas de desarrollo tendrían impactos positivos más profundos y duraderos si se establece un marco regulatorio e institucional que les sirva de colchón a la hora de la formulación de políticas públicas y la implementación de programas y proyectos” (Fagaburu, 2014:140).

REFLEXIONES FINALES
En los últimos años, una gran parte de la producción de conocimiento de la Cooperación Sur-Sur (CSS) en América Latina se ha orientado a tomar como objeto de estudio su vínculo con la integración regional y los diversas temáticas de la agenda social (Geneiro & Vázquez, 2006; Arias, 2011; Perrota, 2012; Barragán, 2015).
Sin embargo, la CSS y la CSSRd en educación vinculada a los procesos de integración regional latinoamericanos, y los efectos que podría provocar una mayor participación ciudadana en la formulación y gestión de las políticas públicas educativas en zonas de frontera son temáticas que aún no han logrado alcanzar una masa crítica suficiente y, en paralelo, es necesario dotar a estos estudios de mayor direccionalidad estratégica. Es decir, esta ponencia busca llamar la atención sobre la planificación de la CSS en educación, particularmente en términos transfronterizos, y de esa manera, contribuir a la focalización de los esfuerzos hacia la producción de impactos significativos en sectores sociales a través de la integración regional, en miras al desarrollo inclusivo a largo plazo.
A través de la cooperación transfronteriza en educación, los países de América Latina podrían potenciar sus capacidades estatales, y la institucionalidad regional impulsando así la integración “desde abajo” y proyectando de forma internacional a los gobiernos subnacionales, la llamada paradiplomacia: “(…) la participación de los gobiernos no centrales en las relaciones internacionales, a través del establecimiento de contactos permanentes o ad hoc con entidades públicas o privadas extranjeras, con el propósito de promover diversos aspectos socioeconómicos o culturales, así como cualquier otra dimensión exterior de sus propias competencias constitucionales” (Cornago, 2001; citado en Rhi-Sausi & Oddone, 2013:273). 
El razonamiento es el siguiente: si las políticas públicas nacionales en educación son claves para incentivar el desarrollo social (y económico[footnoteRef:5]) del país, y a su vez, la coordinación regional de políticas educativas es un pilar para el sostenimiento de los bloques regionales latinoamericanos, entonces a través de la CSSRd en educación, la paradiplomacia fortalecería los propios poderes y capacidades estatales vía el mejoramiento de la percepción publica acerca del rol del Estado para solucionar las problemáticas sociales plasmadas en la agenda de gobierno; lo que podría acarrear una mayor legitimización de las decisiones gubernamentales: [5:  El conocimiento, como elemento fundamental del crecimiento económico y de las relaciones sociales implica que los logros de aprendizaje respondan a los requerimientos del mercado laboral.] 


“Siguiendo a Peter Evans (1998), se puede afirmar que el Estado posee una capacidad centrada en su estructura institucional perdurable y eficaz por lo que se torna imposible negar que posee una función central en el proceso de cambio estructural. Si bien las políticas públicas y la política exterior estarán influenciadas por la puja de intereses privados de diferentes actores sociales, se debe reconocer al Estado como el actor social y político con mayor poder de decisión en un contexto político democrático, cuyas decisiones se encuentran legitimadas en dicho poder que le confirió la sociedad a la que representa” (Fagaburu, 2014:125).

El papel de la educación en los procesos de desarrollo social merece una perspectiva integral acerca del rol del Estado (Tedesco, 1992) para asistir a las estrategias de desarrollo a través de la CSS. En la mayoría de los casos, las políticas públicas latinoamericanas no responden a decisiones participativas, sino que ellas son el resultado de intercambios entre expertos situados en contextos diferentes a los ejecutores de las mismas; es decir, los actores que participan en el detalle del diseño de las políticas educativas son foráneos al terreno local, en el cual se desenvuelven demandas multidimensionales (Durán Jara, 2008).
[bookmark: _GoBack]En este sentido radica la especificidad de la CSSRd, en tanto cooperación transfronteriza, la participación de la ciudadanía local en el proceso de coordinación de políticas regionales en educación es la clave para apoyar al Estado en la búsqueda de la eficacia de las políticas educativas dirigidas a zonas de frontera, contribuyendo así al desarrollo social vía la educación inclusiva. Mientras que paralelamente, dicha coordinación incentiva a los países socios a sumar esfuerzos para construir un sistema regional de educación, arduo camino a recorrer para impulsar la convergencia regional de las estrategias de desarrollo. En resumen, se puede pensar que la cooperación sur-sur regional descentralizada en educación posibilita la existencia de un doble engranaje que se retroalimentaría vigorosamente favoreciendo la integración regional y el desarrollo social inclusivo.
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